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TRIBI'NAL CONSTITUCIONAL

SAT,A PRIüERA

Exsmos. Sres.:

D. Francisco Tomás y Valiente

D. Fernando García-Mon y

GonzáLez-Regueral

D. Carlos de Ia Vega BenaYas

D. üesús Leguina Vil la

D. Luis López Guerra

D. Vicente Gimeno Sendra

\>

REGISTRO mim. z 567 /9L

ASIIIIIO: Recurso de anParo

promovido por don Gerrnán

Saenz de Santamaría.

SOBRE : Contra Sentencia de

3O de enero de 199L de la¡

Sala Segrunda del Tribunalj

Supremo.

:
j

La Salar €D la pieza separada de suspensión, ha acpr-
!

dado dictar el siguiente t
j

, ' l
; I

AUTO / l

I
I

r. AI{TECEDENTES I
I
,

I
L. Por escrito que tiene entrada en este Tribunpl el

I

L3 de Marzo de Lg9L, presentado en eI Juzgado de Guardlia eI
I

día g | 1a procuradora de los Tribunales doña Ester nodrfíguez
I

Pérez interpone, en nombre y representación de don pernán

Sainz de Santamaría, recurso de amparo contra Sentencia de 30

de enero de L99L de la Sala Segunda de1 Tribunal Supremo.

2. La demanda de amparo se basar QD síntesisr eD los

siguientes hechos:
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a) En fecha l- de xrayo de l-985, 16t menor Montserrat Ex-

pósito Conde denunció un posible delito de violación cometido

en eI año 1984, a consecuencia de 1o cual en eI Juzgado de

Ins trucción de Loja se sigruió el sumario L8/85 contra don

Andrés Ruiz Expósi-to. Por Sentencia dictada el l-2 de febrero

de l-986, ld Audiencia Provincial condenó aI denunciado como

autor de un delito continuado de estupro del art. 434, párra-

fo le del Código Penal, a las penas de cinco años de prisi{n

menor, accesorias y costas.

b) En virtud de testimonio de particulares deducido

Ia causa antes citada, €D el Juzgado de Instrucción núm.

de Má1aga se incoó eI sumario 45/85 contra don Andrés

Expósito y don Germán santamaría -hoy recurrente de

por Ia posible comisión de un delito de aborto en el

L984. por Sentencia dictada eI 1-5 de abri l  de l-988, Id

ción Tercera de Ia Audiencia Provincial de Málaga

1os encausados como autores del delito de aborto previs

Ios arts. 4L!-2s, 415 y 4L7 del Código Penal- En t o t

e1 hoy demandante de amparo fue condenado a las penas 4

l_

z

a

en

años,  2

p tas . ,  e

meses y l- día de pri-sión menor, multa de L .000

inhabilitación especial durante 6 años y L día.
j

c) Contra Ia anterior Sentencia interpuso eI condenado

Gernán Sainz de Santamaría recurso de casación por infracción

de Ley ante Ia Sala Segiunda del Tribunal Supremo (recurso

núm. 2.222/88), alegando, como motivos de casación, Ia viola-

ción del principio de presunción de inocencia de1 art. 24.2

de la CE (motivo priurero) y 1a indebida aplicación de los

arts. 4L]-2, 4L5 y 4L7 de1 Código Penal, así como 1a

inaplicación del art. 4L7 bis del mismo Código (motivo segun-

do). Por Sentencia dictada eI 30 de enero de L99L, eI Tribu-

nal Supremo declaró no haber lugar a1 recurso de casación.

3. En la demanda d,e amparo se aIega, €o primer térni-

Dor que las Sentencias impugnadas vulneran e1 derecho a Ia
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retroactividad de las leyes favorables reconocido en el art.

9 .3,  en re lac ión con los ar ts .  L7.J-  y  25.L,  todos e l los de }a

CE. Se denuncia, en concreto, que 1a Sentencia de instancia

dictada por Ia Audiencia de Málaga no tiene presente Ia apa-

r ic ión de una norma penal  más favorable (L.O.9/85,  d€ 5 de

jul io) con posterioridad a los hechos enjuiciados, y que ]a

Sentencia del Tribunal Supremo, 9U€ sÍ conoce el conflicto rde

leyes, 1o resuelve mediante una interpretación que olvida 
{os

criterios reetores de carácter constitucional de los nue*os

preceptos penales. A1 respecto, éL recurrente razona, jen

síntesis, de una parte, QU€ el art. 4L7 bis 1' 2e no exfse

que eI embarazo sea consecuencia de una violación en su =t"-

t ido material,  Éino en su sentido formal, bastando conila

presentación de denuncia por tal del i to, Y, de otra, quej ta

Sentencia de1 Tribunal Supremo tampoco se ha mostrado re{ne-

tuosa con la interpretación constitucional del supuestdl de

aborto por indicación ética (violación), al l imitarse a Sit-
tinguir los aspectos técnico-jurídico-penales y e1

fundamento de Ia constitucionalidad de Ia indicación.

En segundo térnino, €D la demanda se aduce que al

igual que Ia ausencia de 1os requisitos exigidos por el art.

4L7 bis.l- de1 código Penal para la no punición del

-exigencia de dictámenes médicos y que e1 aborto se

en centro autorizado- mantiene intactas las causas de Justi-

ficación que el legislador ha ponderado, pues en modo alguno

eI conflicto de derechos que genera el estado de necesidad

(conflicto nascitur:us-digmidad, libertad y libre desarrollo

de 1a mujer) puede quedar sujeta al cumplimiento de trámites

ajenos aI conflicto, eI incr:nplimiento de otros requisitos

como el que la denuncia sea en eI presente easo posterior a1

aborto, tampoco puede ser bastante Para Ia punibilidad de Ia

mujer cuando al momento de la produceión del aborto eran

irrelevantes, máxime teniendo en cuenta que la adecuación de

la actuación a la norma del art. 4L7 bis del Código era en-

0 €338969

l ice

tonces imposible. Por e1}o, si a la mujer embarazada le era
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apreciable en el presente caso e1 estado de necesidad, Ia ac-

ción de salvamento llevada a cabo por eI médico para

dirimirlo le convierte en un auxiliador de un tereero con Ia

f inalidad de evi-tar un ma1.

Por último, €D 1a demanda se afirma que

retroactividad. de1 art. 4L7 bis del cédigo Penal "l
predicable en el presente caso, más que por su posible aplir-

cación, por Ia derogación, por inconstitucionalidad sobrevqr-

nida, de los arts. ALL, 4L3, 4L5t 4L6 y 4L7 del Código Pd-

nal. A1 respecto se razona Qü€, con 1a promulgación de la

Constitución, los artículos antes citados, penalizadores dpl

aborto consentido r eD cuanto otorgaban prevalencia a Ia prp-

tección de 1a vida del nasciturus de manera absoluta e t""rr9"-

dicional y no protegían los derechos de la mujer embarazdda

en algunos supuestos, devinieron inconstitucionales, Po"
inconstitucionalidad sobrevenida, hasta 1a promulgación aef fa

LO g/Lg85, de 5 de julio, güe con la introducción del 
1ta.

4l-5 bis en eI Código reconoce determinados derechos de lafnu-

jer de earácter fundamental, hasta entonces olvidados, Yfque

resultan prevalentes en algunos supuestos. I

I
En atención a lo expuesto, €1 recurrente intere{a de

este Tribunal 1o siguiente: L) Que declare Ia nulidad dó las

Sentencias impugnradas; 2't Que de conformidad con 10 dispues-

to en eI art. l_o de 1a LOTC, €1 Pleno declare la

inconstitucionalidad sobrevenida de los arts. ALL, 4L3' 4L5t

4L6 y 4L7 del Código Penal rrdurante el período comprendido

entre la promulgación de Ia Constitución y Ia aprobación de

la LO g/L985, de 5 de jul iotr. Por rrqtrosírt sol icita, aI am-

paro deI art. 56 de Ia LOTC, 9üe se acuerde la suspensión de

Ia ejecución de las Sentencias impugnadas. Dicha petición fue

reiterada por e1 recurrente en fecha 3 de abril de L99L, y

por eI Presidente de la Asociación Libre de Abogados, Sr.

Rico Fernández, en escrito remit, ido eI 5 de abri l .

1a
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4. Adnitido eI recurso a trámite y formada Ia presente

pieza de suspensión, la Sección Segunda de la SaIa Primera de

este Tribunal, por providencia de l-l- de abril de l-99L, acuer-

da conceder un plazo de tres días aI Ministerio Fiscal y al

solicitante del amparo para Qüe, dentro de dicho término,

formulen las alegaciones que estimen pertinente sobre 1a sus-

pensión solicitada.

5. En su escrito de alegaciones, presentado eI L3 dd

abri l  de LggL, €1 Ministerio Fiscal manif iesta que en el 
""1

puesto de autos se recurren dos Sentencias penales en las eui

fue condenado eI demandante por un delito de aborto a Ia pen¡

de cuatro años y un día de prisión menor, multa de LOO.OOp

ptas. , y a la inhabilitación especial por 6 años y un Uí_-ti-

Por e1lo, 1d ixrposición de 1a pena privativa de libertad' 
"4-

rnitido a trámite el presente recurso de amparo, Ilevaría 
$n

principio a 1a suspensión de las resoluciones recurridas 
/a

fin de no causar irreparable perjuicio a1 amparo solicitadf.

Sin embargo, resulta notorio que el actor ha sido indultapo

de 1as penas privativas de libertad y de derechos por ae!i-

s ión del  Consejo de Min is t ros (B.o.E.  núm. 87,  de r r  
/de

abr i l ) ,  Io  que deja,  a  ju ic io  del  F iscal ,  s in  contenidof la

suspensión solicitada respecto de las penas principalesf Va

reseñadas. Y, aunque queda subsistente Ia pena de multd de

I-OO.OOO ptas., 1a suspensión respecto de eIIa no Procede por

no afectar de manera esencial ni irreparable aI objeto del

amparo, como con reiteración viene decidiendo este Tribunal

Constitucional

Por Io expuesto, é1 Ministerio Fiscal entiende que no

procede otorgar Ia suspensión solicitada.

6. I,a representación del recurrente, en escrito pre-

sentado el L7 de abril de 1-991-, reitera 1a petición de sus-

pensión en su día efectuada, alegando 9ü€r Si bien e1 recu-

rrente ha sido indultado por R.D. 485/9L, d€ 5 de abri l  (BOE
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de Ll- de abri l) ,  eI indulto ha sido solo parcial y subsiste

Ia pena de multa de cien rnil pesetas con e1 correspondiente

arresto subsid.iario en easo de impago. Además, la regla ge-

neral establecida en e1 art. 56 de la LOTC es la de suspen-

sión d.e las resoluciones recurridas, salvo en los casos, ton

concurrentes en eI presente supuesto, d€ perturbación del or<

den púbIico o derechos de terceros. i

II. FT]NDAI{ENIIOS JI]RIDICOS

: i

L. El artículo 56.l- de la I,OTC establece que la sala

que conozca de un recurso de amparo suspenderá, de oficio o A

instancia de parte, 1a ejecución del acto de los poderes pú1-

blicos por razón del cual se reclame eI amparo constitu"ipf

nal, cuando la ejecución de1 mismo hubiere de ocasionar 
*

perjuicio que haría perder al amparo su fj-nalidad. No 
"o1-

tante, podrá denegar la suspensión cuando de ésta pueda s?-

guirse perturbación grave de los intereses generales o de tt*

derechos fundamentales o libertades públicas de un tercero.f

¡

2. En eI caso que nos ocupa, laS reSOlUCiOneS jUdiCia-

Ies cuya suspensión se solicita son Ia Sentencia de L5 de

abril de l-988 de Ia Sección Tercera de la Audiencia Provin-

cial de MáIaga, que condenó al denandante de amparo a las Pe-

nas de cuatro años, dos meses y un día de prisión menor, mul-

ta de LOO.OO0 ptas., e inhabil i tación especial durante seis

años y un día, y Ia Sentencia de 30 de enero de L991- de Ia

SaIa Segunda del Tribunal Supremo, Qü€ declaró no haber lugar

al recurso de casación interpuesto contra Ia anterior. Ahora

bien, con posterioridad a Ia interposición del presente re-

curso de amparo e1 recurrente ha sido indultado respecto de

la pena privativa de libertad pendiente de cumplimiento y de

Ia inhabilitación especial, quedando subsistente Ia multa de

1-OO.0OO ptas.  (ReaI  Decreto 485/9L,  d€ 5 de abr i l ;  BOE núm.

g7, de l- l-  de abri l) .  Es claro, pof tanto, gü€ }a suspensión

Ir,
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o no de la ejecución de Ia condena ha de referirse só1o a Ia

pena de multa subsistente.

3. En estas cireunstancias es evidente que Ia no sus-

pensión de Ia condena impuesta y parcialmente indultada, y de

Ios efectos que de e11a se derivan en eI momento de resolver-

se este incidente, no causan, €D principio, perjuicios irre-

parables a1 recurrente, ya que éste podría obtener, €D su

caso, Ia devolución de 1a multa satisfecha. Por eIIo, y como

es pauta que sigue reiteradamente este Tribunal para supues-

tos similares a1 que nos ocupa, debe prevaleeer el interés

general en eI cumplimiento de las resoluciones judiciales que

Ia ejecución comporta, interés general al que también se re-

f iere como criterio ponderativo e1 art. 56.1- de la LOTC.

Por 1o expuesto, ld

suspensión de la ejecución

pecto de Ia pena de multa

actualidad.

Sala acuerda no traber lugar a Ia

de las Sentencias recurridas res-

impuest,a, única subsistente en 1a

mayo de mil novecientos noventa YMadrid, a

uno.
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